13 de Noviembre de 2007.

Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera:

A.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación a la iniciativa de Ley de la Defensoría Jurídica Integral para el Estado de Coahuila, planteada por el Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado.

B.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación al oficio enviado por el Ejecutivo del Estado, mediante el cual manifiesta que no tiene inconveniente para que el Congreso del Estado otorgue al C. Licenciado Gilberto Antonio Muela González, fíat para el ejercicio notarial en el distrito de Monclova, en virtud de que ha cumplido con todos los requisitos que señala la ley de notariado del estado.
C.-
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, con relación al oficio del Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, mediante el cual se solicita la aprobación de este Congreso, para la celebración de un convenio de asociación de municipios, que se pretende celebrar entre dicho municipio y los municipios de ciudad Lerdo y Gómez Palacio, Durango; con el objeto de planear acciones conjuntas para el buen desarrollo de la región lagunera que les permita lograr una más eficaz prestación de los servicios públicos, así como el mejor ejercicio de sus funciones.

D.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas del Agua y de Asuntos Municipales, con relación a una proposición con punto de acuerdo sobre “Plan integral para evitar inundaciones”, planteada por el Diputado Alfio Vega de la Peña, conjuntamente con la Diputada Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke y los Diputados Leocadio Hernández Torres y Román Alberto Cepeda González, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”, del Partido Revolucionario Institucional.

E.-
Dictamen presentado por la Comisión de Planeación y Desarrollo, con relación a una proposición con punto de acuerdo sobre “Acercamiento con los directivos de la empresa maquiladora Arneses, para buscar mecanismos que promuevan su permanencia en el estado”, planteada por el Diputado Alfredo Garza Castillo.

DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Ley de la Defensoría Jurídica Integral Para el Estado de Coahuila, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado; y, 
R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por el Pleno del Congreso el día 31 de Octubre del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  Iniciativa a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales  la Iniciativa de Ley de la Defensoría Jurídica Integral Para el Estado de Coahuila, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que  la Iniciativa de Ley de la Defensoría Jurídica Integral Para el Estado de Coahuila, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado, se basa en las consideraciones siguientes:

“ La defensa digna de una persona es un derecho que debe trascender barreras de cualquier índole. La oportunidad de obtener una adecuada defensa en materia penal ante las autoridades judiciales es y debe ser tutelada por el Estado. En Coahuila, la tutela se extiende incluso para brindar asesoría, representación y orientación en asuntos de orden civil, familiar, mercantil y laboral, con la visión de ampliar esta función social en otros ámbitos del derecho.

En aras de fortalecer la institución pública de defensoría, conocida como patrocinio gratuito o beneficio de pobreza en países como Italia y España, el Gobierno de la Gente tiene el compromiso de abatir el rezago y desigualdad entre los coahuilenses, a partir de la mejora en los procedimientos de defensa, asesoría, representación y orientación; la preparación de los servidores públicos que tienen esta encomienda y la revisión de los ordenamientos estatales vigentes para mejorarlos y adecuarlos a las circunstancias que actualmente vivimos.

Para lograr este compromiso es indispensable que la Administración Pública estatal preste sus servicios bajo un esquema moderno, democrático y justo que garantice el estricto cumplimiento del estado de derecho y el acceso de los coahuilenses y de aquellos que se encuentren en nuestro Estado a una justicia pronta y expedita.

En el Plan Estatal de Desarrollo 2006-2011 quedaron plasmadas las acciones que las dependencias y entidades públicas estatales deberán realizar para mejorar las condiciones de cada región y comunidad coahuilense. Entre ellas encontramos las siguientes:

· Implementar un sistema de mejora continua para ofrecer servicios eficientes y de calidad;

· Fomentar el desarrollo de la población mediante el trabajo e impulso por lograr una justicia social para todos;

· Perfeccionar el marco regulatorio de las dependencias con la referencia que nos brindan las mejores prácticas nacionales e internacionales, y Elevar la eficiencia de la función pública para la atención y asesoría jurídicas de los coahuilenses.

Estamos convencidos de que el fortalecimiento a las dependencias que integran la Administración Pública del Estado es fundamental para llevar a cabo y cumplir cabalmente las acciones que nos hemos propuesto desde el inicio de esta gestión. Por ello, se presenta ante esta Honorable Legislatura, la iniciativa de Ley de la Defensoría Jurídica Integral para el Estado de Coahuila, al tenor de la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

En nuestro país, la pobreza y exclusión social constituyen un problema antiguo y de carácter multidimensional. Desde nuestros inicios como nación libre, representativa y democrática, el bienestar general se estableció como un compromiso constitucional de nuestro régimen. Prueba de ello, son las manifestaciones de todas las fuerzas políticas nacionales que han coincidido en la necesidad de contar con un sistema capaz de proporcionar empleo, educación, salud y acceso a la justicia a todos los mexicanos.

En la Constitución de 1857 se encuentra el antecedente más remoto de la defensoría de oficio. Este ordenamiento consagró como garantía del detenido no únicamente la posibilidad de nombrar un defensor cuando se siga un proceso penal, sino la seguridad de contar con él en caso de que no hiciera designación al respecto.

Debemos reconocer que en Coahuila las políticas de asistencia social son una tarea constante que gira en torno a uno de los derechos fundamentales que más luchas ha impulsado a lo largo de la historia: la igualdad. Este derecho juega un papel importante en el desarrollo de múltiples actividades en nuestra sociedad, pero, tratándose del acceso a la impartición de justicia, la igualdad es fundamental.

Por mandato constitucional, los inculpados y los adolescentes que realicen conductas tipificadas como delito en las leyes penales, tienen el derecho de recibir una defensa adecuada. Para cumplir con esta disposición existen dependencias encargadas de la prestación oportuna y calificada de este servicio.

En Coahuila se implementó en el año de 1964 la defensa de oficio en asuntos del ramo civil, mercantil y penal a cargo de un jefe de defensores y como órgano dependiente del Tribunal Superior de Justicia en el Estado. En 1980, la Defensoría de Oficio fue transferida al Poder Ejecutivo del Estado y a sus anteriores funciones se agregó, como ya lo hemos dicho, la representación en materia familiar.

Sin embargo, durante las múltiples giras de trabajo que se han llevado a cabo por las distintas regiones, municipios y poblaciones, nos hemos percatado de la necesidad de ampliar la cobertura de los servicios de asesoría y orientación jurídica. Esto debido a que la gente de bajos recursos no tiene acceso a las delegaciones u oficinas de instancias que dada su poca cobertura, provocan una justicia arbitral, ya que dejan a unos fuera del alcance de su apoyo legal.

Esto ha traído como consecuencia que, además de las materias referidas, se hayan agregado a la Defensoría otras áreas como es el caso de las unidades técnicas y de trabajo social. Siguiendo esta integración, en enero de 2007, le fueron transferidas las funciones y estructura orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Trabajo del Estado de Coahuila para la prestación del servicio de asesoría y representación de los coahuilenses en materia laboral. Esta nueva responsabilidad de la Defensoría, coloca a nuestro Estado a la cabeza a nivel nacional, junto con el estado de Colima, en cuanto a atención y apoyo jurídico a la población.

Se asume además la orientación, asesoría jurídica y representación de los ciudadanos en asuntos de orden agrario. Los ejidatarios, comuneros y demás comunidades relacionadas con las actividades del campo, contarán con el apoyo y orientación legal cuando así lo requieran. Algunas de las funciones en materia agraria que son exclusivas de instancias federales, podrán ser asumidas por la Defensoría. Para ello, tal y como lo dispone la iniciativa de ley, deberá celebrarse previamente el convenio o acuerdo con las autoridades correspondientes. Las demás relativas a la orientación y representación, se llevarían a cabo con la entrada en vigor de la presente iniciativa de ley, en caso de ser aprobada por esta Legislatura.

Las actividades diarias que realizamos en el trabajo, la casa, el negocio, por mencionar algunas, requieren el uso de servicios financieros que en ocasiones nos pueden situar en desventaja como usuarios y consumidores. Esto debido a que no siempre contamos con una asesoría eficaz que nos permita conocer y entender los derechos y obligaciones que se contraen al contratar dichos servicios. Es por ello que la Defensoría asumirá también la función de orientar a los usuarios de servicios financieros y a los consumidores en general.

En otro orden de ideas, gracias a una intensa labor de reestructuración, revisión de sus funciones y adecuación de sus servicios, la Defensoría Jurídica del Estado de Coahuila logró en el año 2003, la certificación de sus procesos bajo la norma internacional ISO 9001 :2000, con lo cual se coloca como la única dependencia del ramo a nivel nacional que cuenta con esta distinción. En marzo del presente año, después de una auditoría a sus procesos, obtuvo la recomendación por parte del organismo certificador TUV América de México, para su recertificación.

No obstante que la Defensoría ha sido fortalecida con nuevas disposiciones en cuanto a su estructura y los servicios que presta, estamos conscientes de que es necesario adecuar la normatividad que regula su estructura, funcionamiento y delimita sus funciones a sus circunstancias actuales y a los servicios que brinda, con la finalidad de consolidar su compromiso de servicio a la gente.

Uno de los factores que demuestran eficacia en un gobierno democrático y cercano a la gente, es el ajuste de la norma a las nuevas exigencias sociales, económicas y políticas de la población. El dinamismo que caracteriza a la sociedad coahuilense y a sus instituciones, constituye el motor para actualizar el marco jurídico a fin de que su aplicación cumpla con las necesidades reales.

Es importante resaltar la función vital de la Defensoría Jurídica Integral del Estado, ya que representa el instrumento idóneo para que en Coahuila se garanticen los derechos fundamentales, entre ellos, el de que todos tengamos acceso a la impartición de justicia.

En este sentido y con el firme propósito de alcanzar mayores y mejores niveles en el ejercicio de la función pública del Estado y de defender, representar, asesorar y orientar jurídicamente a los miembros de la comunidad que así lo requieran, se estimó conveniente realizar una revisión a fondo de las funciones y atribuciones establecidas en la vigente Ley de la Defensoría de Oficio en el Estado de Coahuila, y así transformarla en una verdadera herramienta legal para garantizar el acceso a la justicia.

Bajo este contexto resulta necesario y conveniente a la vez, fortalecer y ampliar la cobertura de la Defensoría Jurídica Integral en su organización, funcionamiento y presencia para que, en las diversas ramas procesales, pueda brindar el respaldo y la asesoría necesarios para conseguir una verdadera justicia. Se requiere la profesionalización de los servidores públicos encargados de prestar este servicio y la actualización del marco jurídico que regula su función.

Esta iniciativa de ley que se presenta incluye un esquema claro de ocho capítulos en los que se contemplan las disposiciones generales que permitirán la aplicación y correcta interpretación de la ley, la estructura organizativa de la institución, las funciones del Director de la Defensoría y del personal adscrito a la misma, las causales de responsabilidad, prohibiciones, excusas y, en general, diversos aspectos que mejorarán el funcionamiento de la dependencia, en base a un ordenamiento adecuado y actualizado a las necesidades de la sociedad y de la misión de la institución.

Por las razones antes expuestas, con el objetivo de mejorar la prestación del servicio gratuito de asesoría, defensa, representación y orientación legal a la comunidad coahuilense por parte del Gobierno de la Gente a través de la Defensoría Jurídica Integral del Estado de Coahuila, y en ejercicio de las facultades que me confieren los Artículos 59, fracción II y 82, fracción I, de la Constitución Política del Estado; 16, Apartado A, fracción I de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado, me permito someter a esta Honorable Legislatura para su estudio, análisis y, en su caso, aprobación, la presente iniciativa de: LEY DE LA DEFENSORÍA JURÍDICA INTEGRAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA.”

TERCERO.- En un Estado de Derecho, como lo es el nuestro, la defensa en juicio de la persona y de sus derechos es inviolable; de allí que, el procesado o el demandado pueda designar al defensor que juzgue conveniente para la tutela de sus intereses y si carece de medios para procurárselo, sea el Estado quien provea a su defensa.

La ayuda judicial a los desfavorecidos de la sociedad: - las personas de escasos recursos y cualesquier otra persona que por su situación  social o cultural se encuentre en desventaja,-debe ser proporcionada por el Estado, de modo que estas situaciones que entrañan desigualdad, no se conviertan, en los hechos, en indefensión jurídica.

Lo anterior es así, pues las relaciones jurídicas en que se ven inmersos los coahuilenses no se  circunscriben a los aspectos civiles, familiares o penales, campos estos que tradicionalmente eran cubiertos por la Defensoría de Oficio; y, que la realidad económica, política, cultural y social del Estado ha superado, por lo que se hace necesario el fortalecimiento de las instituciones que disminuyan la precariedad con la que muchos coahuilenses enfrentan la justicia.

La Iniciativa de Ley que ahora se estudia y dictamina, constituye indudablemente un esfuerzo serio para dotar a los pobres y marginados de un mejor instrumento para la defensa de sus legítimos derechos.

En efecto, la Defensoría Jurídica Integral del Estado de Coahuila, conforme se establece en el artículo segundo de la Ley, tiene por objeto garantizar el acceso a los particulares a la justicia en condiciones de igualdad como derecho fundamental consagrado en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

Para cumplir ese objeto, la Defensoría presta servicios gratuitos de defensa jurídica a los indiciados, inculpados, procesados y sentenciados, a los adolescentes que realicen conductas tipificadas como delitos, o a quienes tengan  algún problema de naturaleza civil, familiar, mercantil, laboral o agraria, además de orientar y representar a los consumidores en general y a los usuarios de servicios financieros cuando así lo soliciten.

Se establece en el Capítulo Segundo de la Iniciativa de Ley de la Defensoría Jurídica Integral Para el Estado de Coahuila, la organización y estructura de la institución, se precisan los requisitos para ser Director  y para ser defensor, y se deja en claro que es un órgano desconcentrado con autonomía técnica, operativa y de gestión en el desempeño de sus funciones.

En el Capítulo Tercero se regulan las atribuciones del personal de la Defensoría y  en el Capítulo Cuarto, en particular, las atribuciones de los Defensores, subdividiéndose el Capítulo en secciones en atención a la materia de que se trata: penal, justicia para adolescentes, civil, mercantil y familiar, laboral, agraria , de protección a los consumidores y de protección a los usuarios de servicios financieros.

En función del mejoramiento profesional, el Capítulo Quinto regula la Capacitación del Personal de la Defensoría a través de talleres, cursos, diplomados y demás actividades relacionadas con la capacitación y desarrollo del personal de la institución.

Se establece en el Capítulo Sexto la posibilidad de que la Defensoría gestione fianzas de asistencia social a favor de los inculpados.

Se prevé en el Capítulo Séptimo las causas de excusa, de negación y de retiro del servicio, y finalmente, en el  Capítulo Octavo las prohibiciones y causas de responsabilidad del personal de la Defensoría.

De lo antes expuesto se deduce que la Iniciativa de Ley de la Defensoría Jurídica Integral Para el Estado de Coahuila, constituye un instrumento para tutelar los derechos de quienes menos tienen al proveerlos de medios para la defensa de sus legítimos derechos.

D I C T A M E N

ÚNICO.-  Resulta pertinente someter a la consideración de esta Soberanía, la Iniciativa de Ley de la Defensoría Jurídica Integral Para el Estado de Coahuila, propuesta por el C. Profesor Humberto Moreira Valdés, Gobernador Constitucional del Estado, la cual es del tenor siguiente:

LEY DE LA DEFENSA JURÍDICA INTEGRAL

PARA EL ESTADO DE COAHUILA

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1. Esta ley es de orden público e interés social. Tiene por objeto establecer las bases generales para la organización y funcionamiento de la Defensoría Jurídica Integral del Estado de Coahuila.

ARTÍCULO 2. La Defensoría Jurídica Integral del Estado de Coahuila es una institución que actúa de buena fe, con la naturaleza de un órgano desconcentrado con autonomía técnica, operativa y de gestión en el desempeño de sus funciones. Su adscripción se definirá en los términos del acuerdo que para tal efecto se expida. Su objeto es garantizar el acceso de los particulares a la justicia en condiciones de igualdad como derecho fundamental consagrado en la Constitución Política de los Estados U nidos Mexicanos y en la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO 3. Para cumplir con el objeto descrito en el artículo anterior, la Defensoría Jurídica Integral del Estado de Coahuila deberá:

I. 

Prestar los servicios de defensa jurídica de los indiciados, inculpados, procesados y sentenciados por delitos del orden común en los órganos del Poder Judicial Estatal. Y en lo concerniente en materia Federal;

II.    
Brindar los servicios de defensa jurídica de los adolescentes a quienes se atribuya una conducta tipificada como delito en las leyes penales, ante los juzgados de primera instancia especializados en materia de adolescentes o Tribunal de Apelación Especializado en Materia de Adolescentes o tribunales federales;

III.  

Asesorar o representar a los particulares en la tramitación de asuntos, recursos o juicios   en materia civil, familiar, mercantil, laboral y agraria, y

IV.  
Orientar y representar en los términos de las disposiciones aplicables, a los consumidores en general y a los usuarios de servicios financieros cuando así lo soliciten.

ARTÍCULO 4. El servicio de orientación, defensa, asesoría y representación que brinde la Defensoría Jurídica Integral del Estado de Coahuila será gratuito y deberá prestarse en los términos de esta ley, bajo los principios de probidad, honradez y profesionalismo.

ARTÍCULO 5. Para los efectos de esta ley se entenderá por:

I.
 Asesoría: el servicio que presta la Defensoría Jurídica Integral del Estado de Coahuila a los usuarios para resolver sus conflictos y planteamientos jurídicos;

II.
 Consumidor: la persona física o moral que adquiere, realiza o disfruta 
como destinatario final bienes, productos o servicios;

III. 
Defensa: la intervención de los defensores de oficio en los asuntos del orden penal y de justicia para adolescentes en sus diversas instancias;

IV. 
Defensor: el defensor de oficio adscrito a la Defensoría Jurídica Integral 
del Estado de Coahuila;

V. 
Defensoría: la Defensoría Jurídica Integral del Estado de Coahuila

VI. 
Delegados: los delegados distritales de la Defensoría Jurídica Integral del Estado de Coahuila;

VII. 
Director: el Director de la Defensoría Jurídica Integral del Estado de 
Coahuila;

VIII. 
Estado: el Estado de Coahuila de Zaragoza;

IX. 
Ley: la Ley de la Defensoría Jurídica Integral para el Estado de Coahuila;

X. 
Orientación: el servicio que brinda la Defensoría al usuario sobre las instancias a las cuales puede acudir para el trámite del asunto planteado;

XI. 
Procurador auxiliar: el servidor público adscrito a la Defensoría encargado 
de la asesoría, orientación y representación en materia laboral;

XII. 
Reglamento: el Reglamento Interior de la Defensoría Jurídica Integral del 
Estado de Coahuila;

XIII. 
Representación: la intervención de los defensores en los asuntos del orden civil, familiar, mercantil y agrario, y en su caso, de los procuradores auxiliares en materia laboral, ante las autoridades judiciales y administrativas competentes;

XIV. 
Representación simultánea: la representación que, con respecto al mismo asunto, se lleva a cabo en beneficio del actor y demandado, en los términos de las disposiciones aplicables;

XV. 
Subdirectores: los Subdirectores de Unidad de la Defensoría;

XVI. 
Titular del Ejecutivo: el Gobernador Constitucional del Estado de 
Coahuila;

XVII. 
Usuario: el que recibe los servicios de asesoría, orientación, representación o defensa por parte de la Defensoría, y

XVIII. Usuario de servicios financieros: la persona que contrata, utiliza o por 

 cualquier otra   causa tenga algún derecho frente a alguna institución financiera como resultado de la operación o servicio prestado.

CAPÍTULO II

ORGANIZACIÓN Y ESTRUCTURA DE LA DEFENSORÍA
ARTÍCULO 6. La Defensoría estará integrada por:

1. 
El Director;

II. 
Subdirectores de unidad;

III. 
Delegados;

IV. 
Defensores de oficio;

V. 
Procuradores auxiliares, y

VI. 
Las unidades administrativas, auxiliares, de control y personal técnico que se requiera para el adecuado desempeño de sus funciones, en base a lo que se determine en el presupuesto correspondiente.

ARTÍCULO 7. Para el cumplimiento de su objeto, la Defensoría contará con las delegaciones que se estimen necesarias de acuerdo a la distribución de los Distritos Judiciales en el Estado.

ARTÍCULO 8. La Defensoría contará con un comité de calidad de carácter permanente. Tendrá por objeto analizar y evaluar la calidad de los servicios de la Defensoría y, en su caso, proponer medidas correctivas y preventivas que coadyuven a mejorar la prestación del servicio dentro de la dependencia.

La organización, integración, atribuciones y funcionamiento de este comité se determinarán en el reglamento.

ARTÍCULO 9. Para ser Director de la Defensoría se requiere:



I. 
Ser mexicano y estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y 
políticos;

II.
 Tener cuando menos treinta años cumplidos al momento de su designación;

III. 
Tener título oficial de licenciado en derecho, expedido por autoridad legalmente facultada para otorgarlo e inscrito en el Tribunal Superior de Justicia del Estado;

IV. 
Acreditar experiencia de cinco años en el ejercicio profesional, y

V. 
Gozar de buena reputación y prestigio profesional.

ARTÍCULO 10. El Director será suplido en sus ausencias temporales por un subdirector, en los términos que señale el reglamento. En caso de ausencia definitiva, la suplencia persistirá hasta en tanto se designe al nuevo titular de la Defensoría.

ARTÍCULO 11. Para ser subdirector y delegado de la Defensoría se requiere:

I. 
Ser mexicano y estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y 
políticos;

II. 
Tener cuando menos veinticinco años cumplidos al momento de su designación;

III. 
Tener título oficial de licenciado en derecho, expedido por autoridad legalmente facultada para otorgarlo e inscrito en el Tribunal Superior de Justicia del Estado;

IV. 
Acreditar experiencia de tres años en el ejercicio profesional, y

V. 
Gozar de buena reputación y prestigio profesional.

ARTÍCULO 12. Los subdirectores y delegados serán suplidos en sus ausencias temporales por un defensor en los términos del reglamento. En caso de ausencia definitiva, la suplencia persistirá hasta en tanto se designe al nuevo subdirector o delegado, según sea el caso.

ARTÍCULO 13. Para ser defensor de la Defensoría se requiere:

I. 
Ser mexicano y estar en pleno ejercicio de sus derechos civiles y 
políticos;

II. 
Tener título oficial de licenciado en derecho, expedido por autoridad legalmente facultada para otorgarlo e inscrito en el Tribunal Superior de Justicia del Estado, y

III.
 Gozar de buena reputación y prestigio profesional.

ARTÍCULO 14. El Director, los subdirectores, delegados y defensores serán designados y removidos por el Titular del Ejecutivo a través de la dependencia a la cual esté adscrita la Defensoría.

ARTÍCULO 15. Los servidores públicos de la Defensoría se regirán por las disposiciones del apartado B del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y demás disposiciones aplicables.

CAPÍTULO 111

ATRIBUCIONES DEL PERSONAL DE LA DEFENSORÍA

ARTÍCULO 16. El Director es el servidor público encargado de coordinar el funcionamiento administrativo de la Defensoría. Tendrá el carácter de defensor únicamente en aquellos asuntos que, por su importancia o trascendencia, estime oportuna su intervención directa, para lo cual deberá acreditarse como parte en los términos que establezcan las leyes aplicables.

Tiene las siguientes atribuciones:

1. 
Organizar y dirigir las funciones administrativas de la Defensoría;

II. 
Elaborar un informe anual sobre las actividades desarrolladas por el personal adscrito a la Defensoría;

III. 
Visitar periódicamente las delegaciones adscritas a la Defensoría para 
conocer sus necesidades humanas y materiales;

IV. 
Vigilar que se cumplan las obligaciones impuestas a los subdirectores, 
delegados, defensores y demás personal adscrito a la Defensoría;

V. 
Determinar si los subdirectores, delegados, defensores y demás personal adscrito a la Defensoría han incurrido en alguna responsabilidad administrativa de conformidad con lo establecido en el artículo 39 de esta ley;

VI. 
Conocer de las quejas que se presenten contra los subdirectores, delegados, defensores y demás personal adscrito a la Defensoría;

VII. 
Proponer a la dependencia a la cual esté adscrita la Defensoría, el 
nombramiento de los subdirectores, delegados y defensores;

VIII. Fomentar la creación de oficinas municipales especializadas en la prestación del   servicio de orientación, defensa, asesoría y representación jurídica;

IX. 
Coordinarse con los municipios para la prestación del servicio de orientación, defensa, asesoría y representación jurídica que éstos presten a través de sus oficinas municipales;

X. 

Proponer e intervenir en la celebración de acuerdos y convenios con organismos que cumplan funciones similares dentro y fuera del Estado, entidades de los diferentes órdenes de gobierno, así como con otros organismos públicos y privados para el mejor cumplimiento de las funciones de la Defensoría;

XI. 
Elaborar el plan anual de capacitación a que se refiere el artículo 30 de esta ley, así como promover la capacitación y desarrollo profesional del personal adscrito a la Defensoría;

XII. 
Promover y organizar programas de difusión de los servicios que presta la 
Defensoría, y

XIII.
 Las demás señale esta ley, su reglamento y otras disposiciones 
aplicables.

ARTÍCULO 17. Los subdirectores son servidores públicos que actúan de buena fe con autonomía técnica y de gestión, encargados de dirigir y coordinar las unidades jurídicas de la Defensoría. Tienen las atribuciones siguientes:

1. 

Dictar las providencias y gestionar, dentro del área de su competencia, los asuntos que estime convenientes para el cumplimiento de los objetivos de la Defensoría;

    II. 
Asesorar a los delegados y defensores adscritos a su unidad para el desempeño de sus funciones;

   III. 
Atender y dar seguimiento directamente a los asuntos en materia penal, de justicia para adolescentes, civil, familiar, mercantil, agraria, laboral y de orientación a consumidores y usuarios de servicios financieros, así como aquellos que se tramiten ante el Tribunal Superior de Justicia del Estado, en virtud del recurso interpuesto contra las resoluciones de primera instancia;


  IV.
Promover, en beneficio de los inculpados, el otorgamiento de fianzas de 
asistencia social a que se refiere el artículo 31 de esta ley;


  V. 
Vigilar que el personal adscrito a su unidad cumpla debidamente con sus 



labores;

    VI. 
Elaborar un informe mensual de las actividades desarrolladas por los defensores adscritos a su unidad;

    VII. 

Informar al Director la situación relativa al funcionamiento interno de la unidad a su cargo, así como las necesidades y requerimientos del personal adscrito a la misma;


VIII. 
Recibir las quejas que formulen los usuarios y autoridades contra los defensores adscritos a su unidad y canalizarlas por escrito al Director;

IX. 
Suplir al Director en los casos de ausencia temporal en los términos del 
artículo 10 de la presente ley, y

X. 
Las demás que señale esta ley, su reglamento y otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 18. Los delegados son servidores públicos que actúan de buena fe con autonomía en el trámite de los asuntos que conozca, encargados de coordinar y vigilar las actividades de la Defensoría dentro de la región de su adscripción. Tienen las siguientes atribuciones:

I. 
Asesorar a los defensores que pertenezcan a su delegación en los 
asuntos que tengan a su cargo;

II. 
Atender directamente los asuntos en materia penal, de justicia para adolescentes, civil, familiar, mercantil, agraria, laboral y de orientación a consumidores y usuarios de servicios financieros que le sean encomendadas por los subdirectores;

III. 
Acordar con los subdirectores los asuntos inherentes a los servicios jurídicos que presten en su delegación;

IV. 
Informar al Director y/o a los subdirectores la situación relativa al funcionamiento interno de la delegación a su cargo, así como las necesidades y requerimientos para el desempeño de sus funciones;

V. 
Supervisar que los defensores y demás personal de su delegación 
cumplan debidamente con sus labores;

VI. 
Solicitar el apoyo de las demás unidades de la Defensoría para el buen 
desempeño de sus funciones;


VII. 
Recibir las quejas que le formulen los usuarios y autoridades contra los defensores que pertenezcan a su delegación y canalizarlas por escrito al Director;

VIII. Rendir un informe mensual a los subdirectores sobre las actividades 
desempeñadas por los defensores adscritos a su delegación, y


XI. 
Las demás que señale esta ley, su reglamento y otras disposiciones aplicables.

aplicables.

ARTÍCULO 19. Los defensores y procuradores auxiliares tendrán las atribuciones previstas en el capítulo IV de esta ley.

CAPÍTULO IV

DE LOS DEFENSORES Y SUS ATRIBUCIONES

ARTÍCULO 20. Los defensores son servidores públicos que actúan de buena fe con autonomía en el trámite de los asuntos que conozca; tienen a su cargo la gestión de los asuntos relativos a la representación, defensa, orientación y asesoría legal de usuarios ante las autoridades judiciales y administrativas que correspondan.

SECCIÓN I
ATRIBUCIONES EN MATERIA PENAL

ARTÍCULO 21. En materia penal son atribuciones de los defensores:

I. 
Defender a los inculpados que no tengan defensor particular, cuando ellos 
mismos lo nombren o la autoridad correspondiente los designe;

II. 
Desempeñar sus funciones ante las agencias del ministerio público y tribunales de su adscripción, así como concurrir periódicamente a los mismos;

III. 
Promover las diligencias que se requieran para una defensa adecuada;

IV. 
Interponer y continuar los recursos que procedan conforme a la ley;



V. 
Promover el amparo cuando las garantías individuales de sus defensos se 
estimen  violadas;

VI.
Gestionar el trámite relativo a las libertades preparatorias, indultos o cualquier otro beneficio de sus defensos en los términos de las disposiciones aplicables;


  VII.
Llevar a cabo el procedimiento relativo al otorgamiento de fianzas de asistencia social a que se refiere el artículo 31 de esta ley;


VIII. 
Visitar periódicamente los centros de readaptación social a efecto de informar a sus defensos el estado que guarda el proceso;

IX. 
Informar a los directores de los centros de readaptación social correspondientes, las quejas que los defensas les hagan saber sobre el trato que reciban dentro de éstos;


    X. 
Elaborar un informe mensual de los asuntos que tenga a su cargo así como de aquéllos en que se solicite su intervención, y



XI. 
Las demás que señale esta ley, su reglamento y otras disposiciones aplicables.

SECCIÓN II

ATRIBUCIONES EN MATERIA DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES
ARTÍCULO 22. En materia de justicia para adolescentes son atribuciones de los defensores:

I. Defender a los adolescentes a quienes se atribuya la realización de una conducta tipificada como delito en las leyes penales cuando lo soliciten ellos mismos, sus padres, tutores o quienes ejerzan la patria potestad o custodia, el agente del ministerio público, juez de primera instancia o magistrado del tribunal de apelación especializados en materia de adolescentes;


      II. 
Brindar asistencia jurídica al adolescente y estar presente en el momento 
en que rinda su declaración inicial, haciéndole saber sus derechos;

III. 
Informar al adolescente, sus padres, tutores o quiénes ejerzan la patria potestad o custodia el trámite legal que deberá desarrollarse durante el proceso;

IV. 
Promover las diligencias que se requieran para una defensa adecuada;

V. 
Interponer y continuar los recursos que procedan conforme a la ley;


    VI. 
Promover el amparo cuando las garantías individuales de los adolescentes se estimen violadas;

VII. 
Visitar periódicamente los centros de internación, tratamiento y adaptación de   adolescentes a efecto de informar a los adolescentes el estado que guarda el proceso;

VIII. 
Informar a los directores de los centros de internación, tratamiento y adaptación de adolescentes, las quejas que los adolescentes les hagan saber sobre el trato que reciban dentro de éstos;

IX. Dar seguimiento al cumplimiento de las resoluciones, procurando para los adolescentes los beneficios que, en su caso, establezcan las disposiciones aplicables;

X.  Elaborar un informe mensual de los asuntos que tenga a su cargo, así como de aquéllos en los que se solicite su intervención, y 

XI. Las demás que señale esta ley, su reglamento y otras disposiciones aplicables.

SECCIÓN III

ATRIBUCIONES EN MATERIA CIVIL, MERCANTIL Y FAMILIAR

ARTÍCULO 23. En materia civil, mercantil y familiar son atribuciones de los defensores:

I. 

Representar ante las instancias judiciales correspondientes a las personas que se encuentren imposibilitadas para retribuir a un abogado particular y así lo soliciten a la Defensoría, de .acuerdo con los criterios y términos que establezca el reglamento;


     II. 
Desempeñar sus funciones ante los tribunales de su adscripción y 
concurrir diariamente a los mismos;


    III. 
Promover las diligencias que requieran para una representación adecuada;



IV.
 Interponer y dar seguimiento a los recursos que procedan conforme a la ley;


     V. 

Promover el amparo cuando las garantías individuales de sus representados se estimen violadas;

 VI. 
Elaborar un informe mensual de los asuntos que tengan a su cargo, así como de aquellos en los que se solicite su intervención, y



VII. 
Las demás que señale esta ley, su reglamento y otras disposiciones aplicables.

SECCIÓN IV 

ATRIBUCIONES EN MATERIA LABORAL

ARTÍCULO 24. En materia laboral son atribuciones de los procuradores auxiliares:

I. Prestar el servicio de orientación, asesoría y representación a los trabajadores y sus sindicatos cuando así lo soliciten, ante cualquier autoridad, en las cuestiones que se relacionen con la aplicación de las normas de trabajo; 

II. Promover las diligencias que se requieran para una representación adecuada;



111. 
Interponer y dar seguimiento a los recursos que procedan conforme a la ley;


    IV. 
Promover el amparo cuando las garantías individuales de sus representados se estimen violadas;



V. 
Dar seguimiento y, en su caso, representar al trabajador o sindicato en la 
ejecución de los laudos arbitrales y convenios que pongan fin al proceso;



VI. 
Proponer a las partes interesadas soluciones amistosas para el arreglo de 
sus 




conflictos y hacer constar los resultados en actas autorizadas;



VII.
 Elaborar un informe mensual de los asuntos que tengan a su cargo, así 
como 




de aquéllos en los que se solicite su intervención, y



VIII. 
Las demás que señale esta ley, su reglamento y otras disposiciones aplicables.

SECCIÓN V

 ATRIBUCIONES EN MATERIA AGRARIA

ARTÍCULO 25. En materia agraria los defensores tendrán las siguientes atribuciones:

I.. 
Orientar, asesorar y, en su caso, representar a los ejidatarios, comuneros, sucesores de ejidatarios o comuneros, ejidos, comunidades, pequeños propietarios, avecindados y jornaleros agrícolas en los casos en que exista representación simultánea;

II. 
Promover y procurar la conciliación de intereses en los conflictos que se relacionen con la normatividad agraria entre las personas a que se refiere la fracción anterior, o bien, entre éstas y terceros;

III. Asesorar y representar, en su caso, a los solicitantes en sus trámites y gestiones para obtener la regularización y titulación de sus derechos agrarios ante las autoridades administrativas o judiciales según corresponda;

IV. 
Asesorar a las personas a que se refiere la fracción I de este artículo, en las denuncias sobre las irregularidades en que incurran los órganos de representación y vigilancia de los núcleos de población agrarios;



V. 
Elaborar un informe mensual de los asuntos que tengan a su cargo, así 
como de aquellos en los que se solicite su intervención, y



VI.
 Las demás que señale esta ley, su reglamento y otras disposiciones aplicables.

SECCIÓN VI

ATRIBUCIONES EN MATERIA DE PROTECCIÓN A LOS CONSUMIDORES

ARTÍCULO 26. En materia de protección a los consumidores son atribuciones de los defensores:

I.
Brindar orientación, representación y asesoría legal, en los términos previstos en el reglamento, a los consumidores en general para el ejercicio de las acciones, recursos, trámites o gestiones que procedan en materia de protección a los derechos del consumidor;

II. Dar seguimiento a los asuntos en materia de protección al consumidor en los términos que establezca el reglamento;

III. 
Elaborar un informe mensual de las solicitudes que en materia de protección a los derechos del consumidor se presenten ante la Defensoría, así como respecto de aquellos asuntos en los que se solicite su intervención, y

IV. 
Las demás que señale esta ley, su reglamento y otras disposiciones aplicables.

SECCIÓN VII

ATRIBUCIONES EN MATERIA DE PROTECCIÓN A LOS

USUARIOS DE SERVICIOS FINANCIEROS

ARTÍCULO 27. En materia de protección a los usuarios de servicios financieros son atribuciones de los defensores:

I. 
Brindar orientación, representación y asesoría legal, a los usuarios de servicios financieros en general para el ejercicio de las acciones, recursos, trámites o gestiones que procedan, según lo previsto en el reglamento;


     II. 
Dar seguimiento a los asuntos en materia de protección a los usuarios de 
servicios financieros, en los términos que establezca el reglamento;

III. 
Elaborar un informe mensual de las solicitudes que en materia de protección a los derechos de los usuarios de servicios financieros se presenten ante la Defensoría, así como de aquellos asuntos .en los que se solicite su intervención, y



IV. 
Las demás que señale esta ley, su reglamento y otras disposiciones aplicables.

CAPÍTULO V

CAPACITACIÓN DEL PERSONAL DE LA DEFENSORÍA

ARTÍCULO 28. El personal de la Defensoría participará en las actividades de capacitación y desarrollo profesional que le sean encomendadas por el Director. Asimismo, asistirá a los cursos, talleres, foros, conferencias y demás actividades afines con el área en que se desempeñe.

ARTÍCULO 29. El Director llevará a cabo las gestiones necesarias para la realización de talleres, cursos, diplomados y demás actividades relacionadas con la capacitación y desarrollo del personal de la Defensoría.

ARTÍCULO 30. Cada año el Director presentará a la dependencia a la cual esté adscrita la Defensoría, un plan anual de capacitación, el cual contendrá las sugerencias que proporcione el personal de la Defensoría y las modalidades de capacitación y preparación constante que se solicite para dicho personal.

CAPÍTULO VI

LAS FIANZAS DE ASISTENCIA SOCIAL

ARTÍCULO 31. La Defensoría podrá gestionar, en favor del inculpado, el otorgamiento de fianzas ante los organismos no gubernamentales de asistencia social que proporcionen este beneficio, con base en los convenios que previamente celebren con este fin.

ARTÍCULO 32. Para que el inculpado pueda beneficiarse con el otorgamiento de una fianza de asistencia social, deberá satisfacer los requisitos establecidos en los convenios que se celebren con los organismos no gubernamentales a que se refiere el artículo anterior.

CAPÍTULO VII

EXCUSAS, CAUSAS DE NEGACIÓN Y RETIRO DEL SERVICIO

ARTÍCULO 33. En materia penal y de justicia para adolescentes los defensores o, en su caso, los delegados y subdirectores deberán excusarse de aceptar o continuar la defensa del inculpado o adolescente, en los términos previstos por las disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 34. En materia civil, mercantil, familiar, agraria, de protección a los consumidores y usuarios de servicios financieros los defensores o, en su caso, los delegados y subdirectores, así como los procuradores auxiliares que prestan sus servicios en materia laboral, deberán excusarse de aceptar o continuar la orientación, asesoría o representación cuando:

I.
Tengan interés directo o indirecto en el asunto de que se trate;

11. 
Tengan relaciones familiares, de afecto o amistad con la parte contraria del solicitante 

del servicio o hayan recibido expresiones de odio, rencor, amenazas o sido víctima de violencia física o moral por parte de aquel que solicite el servicio; 

III.
Sean deudores, socios, arrendatarios, herederos o tutores de la parte contraria al 

solicitante del servicio;

IV. 
Hayan intervenido en el asunto de que se trate con carácter distinto al de defensor, o

V.
Se presente algún otro impedimento previsto por las demás disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 35. El servicio de defensoría en las materias a que se refiere el artículo anterior podrá negarse cuando:

I.

 Las condiciones socioeconómicas del solicitante o la cuantía del asunto 
excedan los 



parámetros previstos en el reglamento;

II. 
La finalidad del solicitante sea obtener un lucro, o

III.

 El solicitante haya sido contraparte de la Defensoría en el asunto en el que se 


solicita el servicio.

ARTÍCULO 36. La Defensoría podrá retirar el servicio de orientación, representación y asesoría en las materias civil, mercantil, familiar, laboral, agraria, de protección a los consumidores y usuarios de servicios financieros cuando:

I.
Desaparezcan las causas socioeconómicas que dieron origen a la prestación del 


servicio;

II. 

El usuario manifieste que no tiene interés en que se le siga prestando el 
servicio; 

III.

Exista evidencia de que el usuario recibe los servicios de un abogado particular; 

IV.

El usuario realice promociones y/o diligencias a título personal sin conocimiento de su 



defensor;

V.
 El usuario incurra en falsedad en los datos proporcionados, o

VI. 
El usuario, por si mismo o por interpósita persona, cometa actos de violencia física o verbal, amenazas o injurias en contra de su defensor o del personal de la Defensoría.

CAPÍTULO VIII

PROHIBICIONES Y CAUSAS DE RESPONSABILIDAD 

DEL PERSONAL DE lA DEFENSORÍA

ARTÍCULO 37. El personal que conforma la Defensoría tiene prohibido:

I.
 Desempeñar otro empleo o cargo en los sectores público, privado o social, salvo los no remunerados y los remunerados en el ámbito de la docencia, en los términos de las disposiciones aplicables;

II. 
Cobrar honorarios, solicitar o recibir beneficio alguno, por sí mismos o por interpósita 

persona, como compensación por los servicios que preste;

III. 
Actuar como mandatarios judiciales, tutores o albaceas, depositarios judiciales, síndicos, administradores, interventores en quiebra o concurso, corredores, notarios, comisionistas, árbitros, endosatarios en procuración, y

IV.   Ejercer las demás funciones incompatibles con sus atribuciones que señale esta ley, su reglamento y otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 38. Serán causas de responsabilidad administrativa del personal de la Defensoría:

I.
 Ejercer alguna de las acciones previstas en el artículo anterior;

II.
 Demorar o entorpecer la defensa o representación en los asuntos que tenga a su cargo, 

por incumplir sus deberes o por desacatar las instrucciones que reciba de sus superiores;

III.
Negarse injustificadamente a defender o representar a quienes por disposición de esta ley están obligados a prestar sus servicios;

IV. 
Excusarse del cargo conferido sin que exista razón, en los supuestos previstos en esta ley y demás disposiciones aplicables;

V.

Omitir injustificadamente la promoción de las diligencias que requiera la defensa o representación adecuadas; la interposición y continuación de los recursos que procedan conforme a la ley y la promoción de amparo cuando las garantías individuales de sus defensos o representados se estimen violadas;

VI.
Las demás que señalen esta ley, su reglamento y otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 39. La responsabilidad en que incurra el personal de la Defensoría será únicamente administrativa y se sancionará de acuerdo a lo previsto por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos Estatales y Municipales del Estado y demás disposiciones aplicables.
TRANSITORIOS

PRIMERO. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se abroga la ley de la Defensoría de Oficio en el Estado de Coahuila, publicada en el Periódico Oficial del Estado el 21 de octubre de 1980.

TERCERO. Las atribuciones descritas en la Sección V del Capítulo IV de esta ley, que sean competencia de otra instancia, se llevarán a cabo por parte de la Defensoría una vez celebrado el convenio respectivo con las autoridades correspondientes.

CUARTO. Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 12 de noviembre de 2007.
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado Independiente, Libre y soberano de Coahuila de Zaragoza,  en relación al Oficio del Ejecutivo del Estado, mediante el cual manifiesta que no tiene inconveniente para que esta Soberanía otorgue al C. Licenciado Gilberto Antonio Muela González, Fiat  para el ejercicio Notarial en el Distrito de Monclova, en virtud de haber satisfecho todos los requisitos que establece la Ley del Notariado del Estado; y,

R E S U L T A N D O.

PRIMERO.- En sesión celebrada por el Pleno del Congreso con fecha 6 de Noviembre del año en curso, se dispuso turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, el oficio a que se ha hecho referencia, anexándose diversa documentación,  dentro de la que se encuentra el Acuerdo del C. Gobernador del Estado, mediante el cual declara terminado el cargo de Notario Publico Numero 9 del Distrito Notarial de Monclova, en virtud del fallecimiento de su titular el Licenciado Rafael Ibarra Chacón.,acaecido el día 28 de Julio del año en curso

SEGUNDO.- El oficio número 2342/2007  de fecha 22 de  Octubre del año en curso, suscrito por el C. Gobernador Constitucional del Estado, dice literalmente:

“H. CONGRESO DEL ESTADO INDEPENDIENTE LIBRE Y SOBERANO DE COAHUILA DE ZARAGOZA

 PALACIO DEL CONGRESO

P R E S E N T E.​

En virtud de que el C. Licenciado Gilberto Antonio Muela González, ha cumplido con todos los requisitos que señala la Ley del Notariado del Estado, para que les sea otorgado el FIAT para el ejercicio notarial en el Distrito de MONCLOVA, con residencia en la misma Ciudad, este Ejecutivo a mi cargo con fundamento en el artículo 100 de la citada Ley del Notariado, no tiene inconveniente que ese H. Cuerpo Legislativo le otorgue el Fiat para ejercicio notarial en el Distrito antes mencionado.

Reitero a Ustedes las seguridades de mi atenta y distinguida consideración.”

SUFRAGIO EFECTIVO, NO REELECCIÓN 

EL GOBERNADOR DEL ESTADO

PROF. HUMBERTO MOREIRA VALDÉS​

                                          ( Rúbrica )

 EL SECRETARIO DE GOBIERNO

 LIC. HOMERO RAMOS GLORIA

                    ( Rúbrica )

C O N S I D E R A N D O.

PRIMERO.-  Esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de conformidad  con los artículos 258 fracciones VI y X,  96, 97, 102, fracción I, 103 fracción XV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza,  es competente para emitir el dictamen siguiente:

SEGUNDO.- De conformidad con el artículo 1º de la Ley del Notariado vigente en el Estado, el ejercicio del Notariado es una función de orden público; está a cargo del Ejecutivo del Estado y, por delegación, se encomienda a profesionales del Derecho, en virtud del fiat que para el efecto les otorga el Congreso del Estado.

Dada la fe pública de que están investidos los Notarios merced al fiat que para el efecto se les autoriza, es necesario que satisfagan una serie de requisitos a fin de garantizar que su actuación será honesta y profesional; por lo cual, el Poder Público representado por los Poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, intervienen en el procedimiento a fin de autorizar a un aspirante el ejercicio de la función notarial.

Así las cosas, de conformidad con el artículo 76 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, para obtener la patente de aspirante a Notario, el interesado deberá satisfacer los requisitos siguientes:

“ I.- Ser ciudadano mexicano por nacimiento en pleno ejercicio de sus derechos;

II.- Tener el título de abogado o licenciado en derecho, expedido por facultad o escuela reconocida oficialmente; y registrado en la Dirección General de Profesiones y en el Supremo Tribunal de Justicia del Estado;

III.- Tener cuando menos 3 años de experiencia en la práctica de la profesión de abogado, posteriores a lo señalado en la Fracción anterior;

IV.- Haber desarrollado una práctica ininterrumpida en alguna Notaría cuando menos por un lapso de un año, salvo el caso de que el Notario dejare de ejercer sus funciones por los motivos previstos por esta Ley; tiempo que se computará con la que se realice en otra Notaría;

V.- No padecer enfermedad habitual o permanente que impida el uso de las facultades mentales o incapacidad física que se oponga al ejercicio del notariado.

VI.- Acreditar haber tenido y tener buena conducta;

VII.- No haber sido condenado por delito intencional;

VIII.- No haber sido cesado del ejercicio de Notario en la República;

IX.- No haber sido declarado en quiebra o concurso de acreedores, salvo que haya sido rehabilitado;

X.- No ser Ministro de culto religioso;

XI.- Aprobar el examen de aspirante a Notario; y

XII.- Pagar en la Tesorería General del Estado los derechos que señala la Ley de Hacienda para presentar el examen y los correspondientes a la expedición de la patente, en su caso.

(ADICIONADO, P.O. 24 DE OCTUBRE DE 1980)
El Ejecutivo del Estado podrá, a solicitud del interesado, dispensar el cumplimiento de los requisitos a que se refieren las fracciones III, IV, y XI, cuando considere que el solicitante, esté suficientemente capacitado para el ejercicio de la función Notarial.”

Ahora bien, conforme al artículo 77 de la ley en cita, el C. Licenciado Gilberto Antonio Muela González, justificó ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus derechos, con la copia certificada de su acta de nacimiento, de la cual se desprende que nació en la Ciudad de Monclova, Coahuila, hijo de padres mexicanos; acreditó también  su calidad de Licenciado en Derecho, con la copia del título correspondiente, expedido por la Universidad Autónoma de Coahuila; con fecha 6 ( seis ) de Noviembre de 1986; con la sentencia definitiva número 159/2005, de fecha treinta y uno de enero del año 2005, pronunciada por el C. Juez  Tercero de Primera Instancia en Materia Civil y Familiar del Distrito Judicial de Monclova, Coahuila, demostró tener experiencia por lo menos de tres años en la práctica de la profesión de abogado; además, no padecer enfermedades que le impidan el ejercicio del notariado, tener buena conducta, no haber sido condenado por delito intencional, no haber sido cesado del ejercicio del notariado en alguna otra entidad federativa, no haber sido declarado en quiebra o concurso de acreedores y no ser ministro de culto; así mismo, con los oficios números 2399 y 2340, suscritos por el C. Gobernador del Estado y refrendados por el C. Secretario de Gobierno; probó que con fundamento en los artículos 76 fracción XI y 90 fracción IV de la Ley del Notariado, se le dispensaron los exámenes de aspirante a Notario y de selección.

TERCERO.- El C. Gobernador Constitucional del Estado y el C. Secretario de Gobierno, remitieron al H. Congreso del Estado, Oficio número 2342/2007, de fecha 22 de Octubre del año en curso,  mediante el cual hicieron saber a esta Soberanía, con fundamento en el artículo 100 de la Ley del Notariado, que el Ejecutivo del Estado no tiene inconveniente para que se otorgue al C. . Licenciado Gilberto Antonio Muela González el Fiat de Notario para ejercer el Notariado en el Distrito de Monclova. El artículo 100, que sirve de fundamento a la Opinión favorable del Ejecutivo del Estado, dice literalmente:

“ ARTICULO 100.- Cumplidos los requisitos a que se refiere el Artículo 90 de esta Ley, el Ejecutivo del Estado, emitiendo opinión, remitirá el expediente al Congreso del Estado, quien expedirá el Decreto correspondiente otorgando el Fiat para ejercer el Notariado, el cual se sancionará por el Ejecutivo y ordenará su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.”

Establecido lo anterior, y toda vez que el interesado Licenciado Gilberto Antonio Muela ha satisfecho los requisitos del artículo 76 de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila para obtener la patente de aspirante a Notario, misma que le fue otorgada por el Ejecutivo del Estado mediante Acuerdo de fecha 11 de septiembre de 2007, según se acredita con el Oficio número 2341/2007 de la Sub Secretaría de Asuntos Jurídicos de la Secretaría de Gobierno; y, de  que el propio Ejecutivo, con fecha 22 de Octubre del año en curso, con fundamento en el artículo 100 de la Ley del Notariado vigente en el Estado, emitió Opinión favorable para que el Congreso del Estado expida el Decreto correspondiente a efecto de que se le otorgue al C. Licenciado Gilberto Antonio Muela González el Fiat para ejercer el Notariado en el Distrito de Monclova, por las razones antes apuntadas, resulta pertinente poner a la consideración  de este Congreso el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

ARTÍCULO PRIMERO.- Se concede el Fiat para ejercer el Notariado en el Distrito de Monclova, Coahuila,  al Licenciado Gilberto Antonio Muela González.

ARTÍCULO SEGUNDO.-  Comuníquese el presente Decreto al Ejecutivo del Estado para los efectos de los Capítulos Quinto y Sexto del Título Segundo de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila de Zaragoza.

ARTÍCULO TERCERO.- Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, a 12 de Noviembre  de 2007. 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la solicitud formulada por el C. Lic. José Ángel Pérez Hernández,  Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, a fin de que esta Soberanía le autorice la celebración un convenio de asociación con los municipios de Gómez Palacio y Lerdo, del Estado de Durango, con el objeto de planear acciones conjuntas para el buen desarrollo de la Región Lagunera, que les permita lograr una más eficaz prestación de los servicios públicos, y el mejor ejercicio de sus funciones; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 31 de julio del año en curso, se acordó turnar a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, la  solicitud a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a esta Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales  la solicitud formulada por el C. Lic. José  Ángel Pérez Hernández,  Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, a fin de que esta Soberanía le autorice a celebrar un convenio de asociación con los municipios de Gómez Palacio y Lerdo, del Estado de Durango, con el objeto de planear acciones conjuntas para el buen desarrollo de la Región Lagunera, que les permita lograr una más eficaz prestación de los servicios públicos, y el mejor ejercicio de sus funciones; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracción I, 103 fracción XV, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.- Que  la solicitud formulada por el C. Lic. José Ángel Pérez Hernández,  Presidente Municipal de Torreón, Coahuila, a fin de que esta Soberanía le autorice a celebrar un convenio de asociación con los municipios de Gómez Palacio y Lerdo, del Estado de Durango, con el objeto de planear acciones conjuntas para el buen desarrollo de la Región Lagunera, que les permita lograr una más eficaz prestación de los servicios públicos, y el mejor ejercicio de sus funciones, tiene como documentos justificativos la Certificación de la Carta de Intención para celebrar un Convenio de Asociación de los Municipios de Torreón, Coahuila  con  Gómez Palacio  y Lerdo del Estado de Durango y la Propuesta del susodicho convenio.

TERCERO.- De la documentación a que se alude en el considerando que antecede y particularmente de la mencionada en primer término, en la Cláusula Única  se establece:

“ ÚNICA.- “ LOS MUNICIPIOS ” aceptan formalizar esta Carta de Intención para solicitar atentamente a la H. LXIII Legislatura del Congreso del Estado de Victoria de Durango y a la LVII Legislatura del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, su respectiva aprobación para que, de conformidad con la fracción III del artículo 115 de nuestra Carta Magna, LOS MUNICIPIOS puedan celebrar el convenio de Asociación de Municipios que se anexa a la presente, y a su vez, integrar un comité Técnico que tramite y ejecute los objetivos de dicho Convenio.”

De la propuesta de Convenio de Asociación de Municipios, es de destacar la cláusula primera, que es del tenor siguiente:

“ LOS  MUNICIPIOS convienen en que el presente Convenio tiene por objeto formalizar la creación de la ASOCIACIÓN DE MUNICIPIOS DE LA LAGUNA como órgano intermunicipal de carácter permanente de LOS MUNICIPIOS en términos de lo dispuesto por el artículo 115 fracción III de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mediante él se establecen los compromisos   que asumen LOS MUNICIPIOS para ejecutar los lineamientos de dicha asociación, a efecto de mejorar la eficacia en la prestación de los servicios públicos municipales y el ejercicio de las funciones públicas que son de su competencia, conviniendo que:

a. El territorio donde surtirá los efectos el presente  Convenio se encuentra delimitado por el comprendido por los MUNICIPIOS.

b. La ASOCIACIÓN DE MUNICIPIOS DE LA LAGUNA ( LA ASOCIACIÓN ),  se constituye mediante la creación de un órgano colegiado con la participación de cada uno de los Presidentes Municipales, así como del ( o de los  ) Sindico ( s )Municipal ( es ) en funciones.
c. Para la designación de los órganos o comités encargados de la  planeación, ejecución y control de las acciones materia del presente convenio en el territorio conformado por LOS MUNICIPIOS ( para efectos del presente, en adelante la “ Zona Metropolitana ”, éstos se someten al procedimiento que al efecto se describe en las cláusulas subsiguientes del presente Convenio.”
Además, en la Cláusula Tercera se especifican las funciones y servicios públicos en los que los municipios participantes en la asociación convienen conjuntar esfuerzos y recursos; dicha cláusula establece:

“  LOS MUNICIPIOS convienen conjuntar esfuerzos y recursos  institucionales en el ejercicio de las siguientes funciones y servicios públicos:

I. Determinar las políticas de planificación urbana y del ordenamiento territorial de la Zona Metropolitana;
II. Elaborar las propuestas de organización y distribución de los usos de suelo de la Zona Metropolitana;
III. Elaborar la disposición del equipo de infraestructura y las obras y acciones que en conjunto conformarán la solución integral de la Zona Metropolitana;
IV. Manejo integral de los residuos sólidos municipales ( basura )  de la Zona Metropolitana;
V. Organizar el Manejo, funcionamiento y atribuciones del agua potable, alcantarillado, tratamiento y disposición de aguas residuales en la Zona Metropolitana;
VI. Coordinarse en la creación y mantenimiento de vialidades de la Zona Metropolitana;
VII. Coordinarse para impulsar el buen desarrollo económico de la Zona Metropolitana;
VIII. Coordinarse para fomentar el desarrollo de las tecnologías de la información en la Zona Metropolitana;
IX. Coordinarse con el objetivo de lograr innovación en el sector rural de la Zona Metropolitana con base en el uso de la tecnología;
X. Coordinarse en materia de seguridad pública en aras de buscar una mayor seguridad para los habitantes de la Zona Metropolitana.

Las anteriores funciones y servicios públicos materia del presente Convenio de Asociación, tendrán como finalidad lograr una mayor integración económica, social.”

Esta Comisión advierte, con seguridad  por error mecanográfico, en el Convenio que se presente para su autorización, de la Cláusula Tercera, se pasa a la Quinta, en la que se establece que los municipios tendrán los mismos derechos y obligaciones.

En la Cláusula Sexta se implementan las atribuciones de los municipios para el cumplimiento de los objetivos del Convenio.

Como requisitos funcionales, se establecen en las Cláusulas Séptima  a Décimo Primera los órganos de administración de la asociación y sus atribuciones y en la Cláusula Vigésimo Primera las causas por las cuales puede darse por terminado el Convenio. 

CUARTO.- La trascendencia del régimen municipal ha sido destacada por la doctrina jurídica y por la teoría sociopolítica contemporánea.

En efecto, el planteamiento de la problemática municipal y de las soluciones más adecuadas para resolverla, ha sido tomada en cuenta por el Constituyente Permanente y ha dado como resultado lo que  en doctrina se conoce como “ el nuevo artículo 115 Constitucional ”

Lo anterior es así, pues en relación al tema que ahora nos ocupa, en la administración del Presidente Miguel de la Madrid Hurtado, apareció publicada en el Diario Oficial de la Federación de fecha tres de febrero de 1983, la reforma al artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuya fracción III, párrafo segundo dispone:

“ Los municipios de un mismo Estado, previo acuerdo entre sus ayuntamientos y con sujeción a la ley, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos que les corresponda.”

Nuevamente, el precepto en comento y en relación al mismo tema, bajo la administración del Ex Presidente Ernesto Cedillo Ponce de León, es adicionado, publicándose en el Diario Oficial de la Federación de fecha veintitrés de diciembre de mil novecientos noventa y nueve la adición de referencia,  para quedar en los términos siguientes: 

“Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio municipio.”

Así las cosas, congruente con la disposición constitucional antes mencionada, la Constitución Política del Estado, en su artículo 67 fracción XII faculta al Poder Legislativo para otorgar su aprobación en la celebración de convenios de coordinación o  asociación de los Municipios del Estado con los Municipios de otros Estados de la República, para la más eficaz prestación de los servicios públicos municipales o el mejor ejercicio de las funciones que les corresponden; y, el artículo 158 – U fracción II inciso 2, faculta al municipio para que en materia administrativa celebre,  con arreglo a la ley, convenios y contratos que le fueren favorables o necesarios en los distintos ramos de la administración pública municipal, con los gobiernos federal, estatal y otros gobiernos municipales de la entidad o de otras entidades, disposiciones estas que a su vez se ven reflejadas en el artículo 102 del Código Municipal.

Así mismo es de tomarse en consideración que los diversos municipios con los que se celebraría el convenio de asociación, por ser de integrantes de una  entidad federativa diferente como lo es el Estado de Durango, se rigen por ordenamientos diversos a los de nuestro Estado, por lo que esta comisión considera conveniente se inserte en el cuerpo del convenio una cláusula en que se establezca al menos por lo que corresponde al municipio de torreón que habrá de observarse para la celebración y cumplimiento de este convenio lo dispuesto por la fracción I del articulo 115  de la Constitucional Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en la ejecución de servicios públicos transferidos por el Estado, lo dispuesto en la Ley par la transferencia de Funciones y Servicios Públicos del Estado a los Municipios del Estado de Coahuila.

De igual manera se considera necesario señalar que en cuanto al objetivo del instrumento legal que se pretende, es indispensable se modifique el mismo, al igual que de la carta de intención que se exhibe, en lo referente a  señalar como objetivo principal  el planear acciones conjuntas para el buen desarrollo de la Región Lagunera, debiendo sustituirse dicha referencia por Zona Metropolitana de los Municipios de ………los nombres de los municipios que integren dicha asociación, al igual que deberá cambiarse el nombre de la Asociación, lo anterior en virtud  de que el objetivo a que se refiere este instrumento únicamente se incluye a los municipios interesados en suscribirlo y la Región Lagunera en nuestro Estado la conforman también los municipios de Viesca, Matamoros, San Pedro y Francisco y Madero, los cuales no se acredita tengan intención de suscribir el presente instrumento..

Establecido lo anterior, y toda vez que se establece en la propuesta de convenio su finalidad  y las funciones y servicios públicos sobre los que habrán de conjuntarse los esfuerzos y recursos de los asociados, con fundamento en las disposiciones antes mencionadas, esta Legislatura otorga su aprobación para que el Municipio de Torreón, Coahuila celebre convenio de asociación con los municipios de Gómez Palacio y Lerdo, del vecino Estado de Durango, en los términos de la Carta de Intención que presentaron y de la propuesta de Convenio una vez que se de cumplimiento a los señalado, por lo que resulta procedente emitir el siguiente

D I C T A M E N


PRIMERO.-  Se agregue al cuerpo del convenio que se exhibe una cláusula Cuarta, en      la que se señale por lo que corresponde al Municipio de Torreón Coahuila para el cumplimiento del presente convenio habrá de observarse lo dispuesto por la fracción I del articulo 115  de la Constitucional Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como para la ejecución de servicios públicos transferidos, lo dispuesto en la Ley para la Transferencia de Funciones y Servicios Públicos del Estado a los Municipios del Estado de Coahuila.

SEGUNDO.- se modifique el convenio, al igual que de la carta de intención que se exhibe, en lo referente a  señalar como objetivo principal  el planear acciones conjuntas para el buen desarrollo de la Región Lagunera, debiendo sustituirse dicha referencia por Zona Metropolitana de los Municipios de ………los nombres de los municipios que integren dicha asociación, al igual que deberá cambiarse el nombre de la Asociación,
TERCERO.- Por lo expuesto y fundado, esta Legislatura otorga su aprobación para que el Municipio de Torreón, Coahuila celebre convenio de asociación con los municipios de Gómez Palacio y Lerdo, del vecino Estado de Durango, en los términos que se señalan tanto para la Carta de Intención que presentaron y de la propuesta de Convenio una vez que se de cumplimiento a lo señalado en el presente dictamen.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Saltillo, Coahuila, 12 de noviembre de 2007.
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Dictamen de las Comisiones Unidas del Agua y de Asuntos Municipales de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “ Plan Integral para Evitar Inundaciones” planteada por el diputado, Alfio Vega de la Peña, conjuntamente con la diputada Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke y los diputados Leocadio Hernández Torres y  Román Alberto Cepeda González del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

Resultando:

Primero.- Que con fecha 21 de Mayo del 2007, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por los promoventes, en representación del Partido Revolucionario Institucional, referente a “Plan Integral para Evitar Inundaciones”.

Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión del Pleno del Congreso, celebrada el día 22 de Mayo del año que corre; habiéndose acordado turnarla a las Comisiones del Agua y de Asuntos Municipales para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199, 248 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Tercero.-  Que en la proposición de referencia, los promoventes, manifiestan su preocupación por la situación de los arroyos, riachuelos, cauces y otros canales naturales de flujo de agua del municipio de Saltillo, Coahuila, especialmente la de lluvia, que al ser obstruidos por las obras de construcción de edificios y viviendas, desvían o inhiben el correr natural de la misma, provocando inundaciones de leves a mayores. Esto con las consecuencias de afectación para las personas y sus bienes muebles e inmuebles 

Cuarto.-  En el mismo documento, relatan que la misma situación de riesgo de inundaciones que pueden sobrevenir en Saltillo y en los demás municipios de la entidad por la falta de medidas de seguridad y de prevención, se presenta en los ríos y arroyos federales, bajo la jurisdicción de la Comisión Nacional del Agua. Y es en estos lugares, donde suelen asentarse grupos de personas para construir sus viviendas, con los riesgos inherentes del caso.

Quinto.- Exponen también, la necesidad de que los ayuntamientos apliquen en todo su rigor, las leyes y reglamentos sobre violaciones al uso de suelo y las que sancionan los permisos y licencias de construcción; cuando estas obras perjudiquen el cause natural del agua.

Finalizan su proposición con puntos de acuerdo, resaltando la necesidad de que los ayuntamientos sean exhortados a implementar programas de protección de los centros de población, especialmente los que se ubican en zonas de riesgo. Y; 

Considerando

Primero.-  Que estas Comisiones Unidas del Agua y de Asuntos Municipales son competentes para conocer  del asunto turnado en la fecha señalada por el Pleno de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97, 113, 116  y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Segundo.- Que estas dictaminadoras han revisado la Proposición de los Diputados del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles”. 

Tercero.- Que se  encuentran puntos de coincidencia con la proposición presentada por diputados de este mismo Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” el día 16 de mayo ante el Pleno de este H. Congreso y remitida para sus efectos a la Comisión del Agua., por ello, se han valorado a fondo los argumentos esgrimidos por los promoventes. 

Cuarto.-   En efecto, y como lo citan los autores, son los ayuntamientos, los encargados de vigilar en el ámbito de su competencia todo lo referente a la regularización y reacomodo de los asentamientos humanos, esto sin menoscabo de lo que compete al estado y la federación, y, de acuerdo a los artículos de la Ley de Asentamientos Humanos del Estado de Coahuila que mencionan en el documento base del presente dictamen; es de resaltar, que estos preceptos, son similares a los que previene la Ley General de Asentamientos Humanos que consigna:

ARTICULO 9o.- Corresponden a los municipios, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones, las siguientes atribuciones:

IV. Promover y realizar acciones e inversiones para la conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población;

V. Proponer la fundación de centros de población;

VI. Participar en la planeación y regulación de las conurbaciones, en los términos de esta Ley y de la legislación local;

X. Expedir las autorizaciones, licencias o permisos de uso de suelo, construcción, fraccionamientos, subdivisiones, fusiones, relotificaciones y condominios, de conformidad con las disposiciones jurídicas locales, planes o programas de desarrollo urbano y reservas, usos y destinos de áreas y predios;

XI. Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana, en los términos de la legislación aplicable y de conformidad con los planes o programas de desarrollo urbano y las reservas, usos y destinos de áreas y predios;

Estas disposiciones federales encuentran su concordancia en el Código Municipal para el Estado de Coahuila, que establece las atribuciones de los ayuntamientos en materia de desarrollo urbano y obra pública, de la siguiente forma: 

ARTÍCULO 102…..

Párrafo cuarto:

En todo caso, los ayuntamientos tendrán las competencias, facultades y obligaciones siguientes:

III. En materia de desarrollo urbano y obra pública: 
1. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y estatales relativas, estarán facultados para: 

a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal; 

b) Participar en la creación y administración de las reservas territoriales municipales; 

d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo en el ámbito de su competencia, en sus respectivas jurisdicciones territoriales;

e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana;

f) Otorgar licencias y permisos para construcciones;

En cuanto a la responsabilidad de la Comisión Nacional del Agua, para prevenir y tratar de evitar desgracias o daños materiales por los fenómenos naturales, estos deberes se encuentran previstos en los artículos 7, fracción IX,  y 9, fracciones XL, XLIII. De la Ley de Aguas Nacionales: 

Quinto.- Es muy acertada la observación que hacen los promoventes respecto a que cada vez más, los cauces naturales de las aguas, son obstruidos o tapados por el avance de la mancha urbana y las construcciones; y también por la contaminación y la basura que se arroja en los mismos. Esto conlleva graves consecuencias, especialmente cuando se presentan lluvias fuertes o frecuentes, así como en época de huracanes.  
Séptimo.- Por lo anteriormente expuesto y fundado, estas Comisiones Ordinarias Dictaminadora del Agua, y de Asuntos Municipales de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 113, 116 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, someten a su consideración el siguiente:

Dictamen

Primero.- Que sí es atendible la proposición con punto de acuerdo presentada por los promoventes, diputados del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional.

Segundo.- Que  este Pleno del H. Congreso del Estado, envíe una Atento y Respetuoso Exhorto a la Comisión Nacional del Agua, para que analice la situación que guardan los ríos, arroyos y demás cauces de agua bajo su jurisdicción, y el riesgo potencial que presentan en caso de inundaciones para los pobladores de las zonas aledañas. Implementando para ello los programas de prevención adicionales a los ya existentes que se estimen necesarios, previo estudio de la situación. 

Tercero.- Que  sea envíe  un atento exhorto a los 38 ayuntamientos de la entidad, para que elaboren planes y programas tendientes a desazolvar, destapar y limpiar los arroyos, ríos, riachuelos y acequias, con el fin de evitar inundaciones potenciales en el futuro. Asimismo, que revisen a conciencia los permisos de uso de suelo y construcción que otorgan, para saber sino se trata de obras o construcciones que obstaculicen el cauce natural del agua, especialmente la de lluvia. 

Saltillo, Coahuila a 7 de Noviembre de 2007

Por la Comisión del Agua

Los C.C  Diputados:

Silvia Guadalupe Garza Galván

Coordinadora

José R. Sandoval Rodríguez                                Jorge A. Abdala Serna

Alfio Vega de la Peña                                           Antonio J. Marcos Issa

Juan A. de Luna González                                   Jorge A. Guajardo Garza

Por la Comisión de Asuntos Municipales:

 Los C.C  Diputados:

Lorenzo Dávila Hernández
Coordinador

Julieta López Fuentes                                        Horacio de J. del Bosque Dávila


Francisco Saracho Navarro                                 Francisco J. Z’ Cruz Sánchez


Leticia Rivera Soto                                                Luis A. Mendoza Balderas 


José Fco. Cortés Lozano                                     Alfredo Garza Castillo
Dictamen de la Comisión de Planeación y Desarrollo de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto de la Proposición con Punto de Acuerdo sobre “Acercamiento con los Directivos de la Empresa Maquiladora Arneses, para Buscar Mecanismos que Promuevan su Permanencia en el Estado” planteada por el diputado Alfredo Garza Castillo. 

Resultando:

Primero.- Que con fecha 30 de julio del año en 2007, se recibió en la Oficialía Mayor del Congreso del Estado, la Proposición con Punto de Acuerdo planteada por el Promovente. 

Segundo.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo señalada con antelación, fue dada a conocer en la sesión de la Diputación Permanente de este H. Congreso, celebrada el día 31 de julio del presente; habiéndose acordado turnarla a la Comisión de Planeación y Desarrollo para su estudio y dictamen, de conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Tercero.-  Que en dicha Proposición, el diputado Alfredo Garza, hace referencia a los graves problemas generados por diversos factores que afectan la economía mundial, tanto coyunturales, institucionales y de tipo estructural que se reflejan en el incremento de las tazas de desempleo en la mayor parte del planeta; brindando para su ilustración, las cifras que proporciona la Organización Internacional del Trabajo (OIT), según las cuales, en la época reciente, se ha afectado a más de 186 millones de personas, lo que representa el 6 por ciento del a población económicamente activa del orbe. 

En relación directa a estos factores en mención, cita el promovente que, los más afectados son los países menos desarrollados, así como las economías emergentes, entre las que se encuentra la mexicana. 

Cuarto.-  Considera el autor de la proposición que dentro de las economías nacionales, el grupo más afectado son los jóvenes, que están representados en una taza de desempleo aproximada del 14 por ciento. 

Quinto.- Señala además el diputado Garza Castillo, que la tendencia negativa hacia el desempleo continuará creciendo durante el siguiente año, esto a decir de la misma Organización Internacional del Trabajo, siendo éste el reto principal de los gobiernos, es decir, el de tratar de abatir por todos los medios posibles, el crecimiento de este fenómeno económico y social que tanto afecta a los pueblos. 

En el mismo orden de ideas, se hace hincapié en la citada proposición acerca de la preocupación constante que impera en Coahuila, por la salida o cierre frecuente de empresas maquiladoras de la entidad, y máxime cuando en este tipo de industria se sustenta la mayor parte del empleo del estado. 

Sexto.- Finalmente, expresa el multicitado legislador, su preocupación por la información extraoficial acerca de que existe el riesgo latente de que la empresa  maquiladora denominada Arneses, ubicada en el municipio de Acuña, Coahuila, cierre su planta, esto con la evidente pérdida de empleos directos, además de los múltiples empleos indirectos que genera; Y, 

Considerando

Primero.-  Que esta Comisión de Planeación y Desarrollo es competente para conocer  del asunto turnado en la fecha señalada por la Diputación Permanente de este Congreso, de conformidad con los artículos 96, 97,105, y 132 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza.

Segundo.- Que ha sido analizada la Proposición con Punto de Acuerdo del Diputado Alfredo Garza, valorando los hechos y argumentos esgrimidos

Tercero.-  Que esta Dictaminadora encuentra necesario resaltar el hecho de que, independientemente de lo eventos señalados, es innegable el deber que tienen los tres órdenes de gobierno para utilizar todos los recursos a su alcance a fin de evitar la pérdida de empleos, y por el contrario, estimular el crecimiento de estos. Así lo señala la Constitución General de la República en su artículo 25 que consigna lo siguiente:

Artículo 25. Corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y sustentable, que fortalezca la Soberanía de la Nación y su régimen democrático y que, mediante el fomento del crecimiento económico y el empleo y una más justa distribución del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la libertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases sociales, cuya seguridad protege esta Constitución.

El Estado planeará, conducirá, coordinará y orientará la actividad económica nacional, y llevará al cabo la regulación y fomento de las actividades que demande el interés general en el marco de libertades que otorga esta Constitución.

Al desarrollo económico nacional concurrirán, con responsabilidad social, el sector público, el sector social y el sector privado, sin menoscabo de otras formas de actividad económica que contribuyan al desarrollo de la Nación……

Párrafo nueve:

La ley alentará y protegerá la actividad económica que realicen los particulares y proveerá las condiciones para que el desenvolvimiento del sector privado contribuya al desarrollo económico nacional, en los términos que establece esta Constitución.

Por su parte, y dentro de la competencia del estado de Coahuila, nuestra Constitución Política Local señala lo siguiente:

Artículo 84. Son deberes del Gobernador:

II. 
Promover por los medios que estime convenientes, el mejoramiento de las condiciones económicas y de bienestar de la colectividad, fomentando el aumento y la justa distribución de la riqueza pública en el Estado, dando impulso a la explotación adecuada de todas las fuentes de producción, así como otorgando facilidades y estímulos para la inversión de capitales en actividades que permitan la creación de nuevos centros de trabajo.

Asimismo, la Ley de Fomento Económico del Estado de Coahuila contiene las siguientes prevenciones que guardan relación directa con la materia del presente dictamen:

Artículo 1. Las disposiciones de esta Ley son de orden público e interés general, y tienen por objeto fomentar el desarrollo económico de la entidad de manera armónica, integral y sustentable, a través del establecimiento de mecanismos jurídicos y administrativos que permitan incrementar la competitividad; estimular la inversión; fomentar el empleo permanente y remunerativo; garantizar el uso eficiente de la infraestructura y de los recursos productivos regionales. 

Su aplicación corresponderá, en sus respectivos ámbitos de competencia, al Gobernador del Estado por conducto de la Secretaría y a los Ayuntamientos de la entidad, sin perjuicio de la intervención que, en el marco de la cooperación, corresponda a otras dependencias o entidades federales, estatales y/o municipales.

Artículo 3.  Esta ley tiene como finalidades:

I.
La generación de nuevas fuentes de empleo y consolidar las existentes.

II.
Fomentar la capacitación, investigación y el desarrollo tecnológico en la entidad.

III.
Estimular el desarrollo económico en las actividades identificadas como estratégicas, en razón del beneficio concreto que a mediano y largo plazo recibirá el Estado de Coahuila.

V.
Apoyar a los sectores productivos para alcanzar mayores niveles de competitividad.

VII.
Fomentar la creación de infraestructura industrial, comercial y de servicios, necesaria para el desarrollo económico del Estado.

Artículo 4. Para el cumplimiento y aplicación de esta Ley, el Ejecutivo del Estado promoverá la coordinación de acciones con el Gobierno Federal, el de otros Estados y de los Municipios, en el ámbito de sus atribuciones, y fomentará la participación,  de las organizaciones productivas de los sectores social y privado.

Artículo 5. Para el cumplimiento del objeto de esta ley, los gobiernos estatal y municipales podrán celebrar entre ellos o en su caso con el federal, en los términos de las disposiciones aplicables, convenios de coordinación y/o colaboración.

Artículo 6. La Secretaría, para el cumplimiento del objeto de esta ley, tendrá las atribuciones siguientes:

I.
Fomentar y promover el desarrollo económico de la Entidad, a fin de impulsar su crecimiento equilibrado sobre bases de desarrollo sustentable.

III.
Promover y fomentar el desarrollo de la actividad industrial, comercial, minera, turística y de servicios en el Estado.

XII.
Impulsar el establecimiento de las industrias maquiladoras de exportación.
Cuarto.-  Analizado el marco jurídico, pasamos a la revisión de los hechos descritos en la Proposición, referentes al eventual cierre de la empresa Arneses, para lo cual hacemos mención de lo siguiente: personal de esta Comisión de Planeación y Desarrollo, se puso en contacto con el Ingeniero José Luis Salinas Galán, director de Planeación y Desarrollo Urbano del Ayuntamiento de Acuña, Coahuila, quien nos obsequió la siguiente información:

a) En efecto, si corrió un rumor como el que señala el promovente acerca de un eventual cierre de esta maquiladora, pero quedó sólo en eso, sin sustento o continuidad a la fecha.

b) Nos informa el Ing. Salinas, que de manera extraoficial y por su relación con diversos ejecutivos de esta empresa, éstos le han informado que no existe tal posibilidad de un cierre, pero, sin embargo, sí hay la versión no confirmada de que se planea vender esta maquiladora a otra empresa, de lo cual no se han manejado fechas o condiciones para la enajenación; y en este caso, se trataría de un cambio de propietarios pero no implicaría el fin de sus actividades productivas y por ende, de los empleos que genera la misma. 

Además de lo señalado, nos proporcionó las dos razones sociales con que opera esta maquiladora, que son: 

1.- Arneses y Accesorios de México S. de R.L. de C.V.  y; 

2.- Alcoa Fujikura de México S. de R.L. de C.V.

Quinto.-  Por lo anteriormente expuesto y fundado, esta Comisión Ordinaria Dictaminadora de Planeación y Desarrollo, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 102, 105, 132, 134  y 144 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, somete a su consideración el siguiente:

Dictamen

Primero.- Que la información de un eventual cierre de esta empresa no ha sido confirmada de manera oficial. 

Segundo.- Que tomando en cuenta lo informado por el director de Planeación y Desarrollo Urbano del municipio de Acuña, sí es justificable indagar acerca de la posibilidad de la venta de la empresa en cuestión, con ánimo de saber si existe un impacto potencial de pérdida de empleos en caso de llevarse a cabo esta operación.

Tercero.- Que esta Diputación Permanente dirija un atento y respetuoso exhorto a la Secretaría de Fomento Económico del Estado, para que, con las facultades que la ley le concede  y por conducto de sus funcionarios, procure un acercamiento con los directivos de la Empresa Arneses y Accesorios de México para analizar la situación aquí planteada. 

Saltillo, Coahuila a 7 de Noviembre de 2007

Por la Comisión de Planeación y Desarrollo

Dip. Luis Gurza Jaidar

Coordinador

 Dip. Jorge A. Rosales Saade                          Dip. José L. Moreno Aguirre

Dip. Raúl X. González Valdés                          Dip. Román A. Cepeda Gonzalez

Dip. Francisco J. Z’ Cruz Sánchez                  Dip. José R. Sandoval Rodríguez




































